
Revista de Derecho 
Universidad Católica del Norte 

Secc ión: Estudios 
Año 14 - N" 1, 2007 

pp. 211-24 5 

LA DEMOCRACIA EN EL SISTEMA INTERNACIONAL. 

CONCEPTO, NATURALEZA Y MECANISMOS DE PROTECCióN* 
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RESUMEN: El presente trabajo aborda cómo la democracia se ha transfor­
mado, en el Derecho Internacional, en una garantía indispensable para la protec­
ción de los derechos fundamentales . La relación entre ambos elementos no es mera­
mente contingente sino, por el contrario, se trata de un vínculo necesario; por ello 
la democracia en el Sistema Internacional ha dejado de ser una simple directriz 
promocional para transformarse, cada vez más, en un principio vinculante. 
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in I nternational Law, in an indispensable guarantee for the protection of the 
fundamental rights. The connection between both elements is not merely contin­
gent, but rather, a necessary link; this is why in the international system, 
democracy is not a simple promotional guideline anymore, and it is transforming 
more and more into a binding principie. 
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retos de la democratización en el Sistema Internacional. Hacia un concepto ma­
terial de democracia con ejes en el desarrollo, la gobernabilidad y la participación 
igualitaria. 1) La ciudadanía como empowerment. 2) Gobernabilidad demo­
crática. 3) Democracia y desarrollo. III . Herramientas de promoción y garantía 
de la democracia. Las cláusulas democráticas. Bibliografía. 

El tratamiento de la democracia en el Sistema Internacional ha ob­
servado notables modificaciones en las últimas décadas tanto desde el 
punto de vista de su imperatividad como de su contenido. Tal evolución 
ha estado ligada a la centralidad que ha adquirido en el Derecho Inter­
nacional la protección de los derechos humanos y a la consiguiente con­
sideración de la democracia como herramienta de garantía. En la primera 
parte de este trabajo se analiza el impacto de esta relación en el problema 
relativo a la existencia o no de un principio de legitimismo democrático 
para, acto seguido, analizar la incardinación de elementos novedosos en 
la noción internacional de democracia que sugieren un cambio de para­
digma desde lo formal hacia un concepto material exigente. Finalmente, 
se examina brevemente sus herramientas de protección, con énfasis en las 
cláusulas democráticas. 

l. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA. EL PRINCIPIO DE LEGITIMISMO 

DEMOCRÁTICO EN EL DERECHO INTERNACIONAL 

Las consecuencias normativas que puedan extraerse de la presencia 
de un determinado paradigma democrático en el nivel internacional, se 
encuentran estrechamente vinculadas con la posición que se adopte res­
pecto de la existencia en el Derecho Internacional de un principio de 
legi timismo democrático, es decir, con la respuesta a la pregunta sobre si 
en el entramado normativo internacional existe una norma de carácter 
imperativo que obligue a los Estados a tener un régimen democrático. 

Desde ya se puede adelantar que la respuesta a esta interrogante 
dista de ser inconcusa debido a que, por un lado, no existe ningún 
tratado de alcance general que contenga de manera explícita la referida 
norma y, por otro, a que la práctica consuetudinaria internacional ha 
sido ambivalente. Cabe destacar, sin embargo, que en el espectro nor­
mativo internacional pueden encontrarse algunas aportaciones que han 
dotado de mayor materialidad (o vitalidad) al concepto de democracia 
y que mueven a la reflexión sobre las implicaciones jurídicas de este 
fenómeno. De hecho, la formación de un consenso global sobre la de­
mocracia y el apoyo de la comunidad internacional al proceso de demo­
cratización, hace que esta aparezca bajo una nueva luz que, indudable­
mente, produce alguna modificación, al menos de tendencia en el 
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Derecho Internacional 1. A estos efectos, resulta sintomático que el con­
cepto de democracia aparezca como componente normativo teleológico 
de algunos importantes instrumentos internacionales . Puede citarse -a 
guisa de ejemplo- que una de las limitaciones que contempla tanto el 
sistema europeo de protección de Derechos Humanos como su homólo­
go americano en relación con la procedencia de las restricciones de 
derechos humanos consiste en que solo se permiten aquellas restriccio­
nes que "sean necesarias en una sociedad democrática" . En concordancia con 
lo anterior, la Corte Interamericana de Derechos Humanos , siguiendo 
una jurisprudencia de la Corte Europea de Derechos Humanos, ha sos­
tenido que en el sistema americano la restricción debe i) responder a la 
"existencia de una necesidad social imperiosa", es decir, debe estar 
orientada a "satisfacer un interés público imperativo"; ii) entre varias 
opciones para alcanzar este objetivo "debe escog erse aquella que restrin­
ja en menor escala el derecho protegido"; y iii) la restricción debe "ser 
proporcionada al interés que la justifica y ajustarse estrechamente al 
logro de este objetivo"2 . 

En consecuencia, parece razonable sostener que la democracia no solo 
consiste en un cúmulo de reglas que atribuyen el poder en una sociedad 
política sino que supone la necesidad de que en el ejercicio de ese poder 
se satisfagan bienes públicos y que, por lo mismo, el cumplimiento de las 
obligaciones de los Estados en materia de derechos humanos presupone el 
respeto y afianzamiento de la democracia como régimen político. Con todo, 
el problema no tiene una solución tan sencilla por lo que conviene abodar 
con mayor profundidad la evolución del concepto de democracia en los 
distintos sistemas internacionales de protección de derechos humanos. 

1) La democracia en el sistema universal de protección de Dere­
chos Humanos 

Como se apuntó previamente, la ligazón entre la democracia como 
sistema de gobierno y la realización de los derechos humanos, constituye 
el punto de inflexión que ha provocado la mayor evolución de la noción 
de democracia en el Derecho Internacional reciente. Los antecedentes 
remotos de este proceso podemos encontrarlos en la Declaración Univer­
sal de los Derechos Humanos que afirma que "la voluntad del pueblo es 
la base de la autoridad del poder público; esta voluntad se expresará 

Vid. FERNÁNDEZ LI ESA, C. : "Democrac ia y Desarrollo en el Ordenami ento Internacional" , 
en MA RIÑO MENÉNDEZ, F. , y FERNÁN DEZ LI ESA, C. (eds.): El Desarrot!o y la Cooperación 
l nterrtacional, Universidad Carlos III-BOE , Madrid , 1997, p . 195. 
CORTE I.D .H .: La colegiación obligatoria de periodistas (arts .1 3 y 29 Convención Americana 
sobre D erechos Humanos) . Opinión Consultiva OC-5/85 del 13 de novie mbre de 1985 . Serie 
A N o 5 , párrafo 4 6. 
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mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, 
por sufragio universal e igual y por voto secreto u otro procedimiento 
que garantice la libertad de voto" y en el Pacto de Derechos Civiles y 
Políticos que profundiza y desarrolla esta relación particularmente en lo 
referido a la protección de los derechos políticos. No obstante, como 
veremos, el devenir del sistema universal va a sobrepasar con creces la 
relación de implicancia entre derechos políticos y democracia para modu­
lar un lazo funcional entre la democracia y todos los derechos humanos 
sumando incluso un tercer elemento a este binomio: el Desarrollo Huma­
no3. 

En efecto, hace varias décadas las Naciones Unidas han emprendido 
una serie de acciones para resguardar la Democracia dentro de las cuales 
merece destacarse, en primer lugar, la experiencia en la verificación y 
observación electoral4 que se inició con sus actividades en los territorios 
en fideicomiso y no autónomos y que permitió en el caso de Namibia la 
realización de elecciones libres como preámbulo a su independencia. A 
partir de esa experiencia, las actividades de observación y asistencia elec­
toral de las Naciones Unidas se han multiplicado, no contentándose con 
la sola presencia supervisora el día del acto electoral para orientarse ade­
más al afianzamiento de las instituciones y de los procesos esenciales para 
constituir democracias viables. En este contexto, las Naciones Unidas han 

214 

Además de los Informes sobre Desarrollo Humano del PNUD, puede citarse a estos 
efectos y a cículo de ejemplo, la resolución 2002/7 2 sobre la promoción de un orden interna­
cional democrático y equitativo, que además de reiterar la relación de intersección entre 
desarrollo, equidad y democracia, señala que un orden internacional democrático y equi­
tativo requiere, entre otros elementos, de "un orden internacional basado en la participa­
ción en condiciones de igualdad en el proceso de adopción de decisiones, la interdepen­
dencia, el interés común, la solidaridad y la cooperación encre codos los Estados. Vid. 
Comisión de Derechos Humanos Naciones U ni das: resolución 200217 2 sobre la promoción de 
un orden internacional democrático y equitativo, E/CN.4/RES/2002/72, documento en línea, 
formato hcm l, disponible en URL: hccp: //www.unhchr.ch/Huridocda/Huridoca.nsf/Tes­
cFrame/5c98107f6f631 b3ccl256bab004dc69d'0pendocumenc, fecha de revisión 03 /05 / 
2006. 
Los objetivos de la asistencia electoral de las Naciones Unidas son básicamente dos: a) 
asistir a los Estados Miembros en sus esfuerzos por llevar a cabo elecciones democráticas 
legítimas de acuerdo con los criterios internacionales definidos por los mecanismos uni­
versales y regionales de los derechos humanos; y b) cooperar a la construcción de capa­
cidades institucionales para que los países concernidos organicen elecciones democráticas , 
genuinas y periódicas, con la confianza y la aceptación de los partidos políticos y del 
electorado. Estas acciones no solo competen a la Secretaría General sino, que progresiva­
menee se han involucrado en ellas prácticamente la cocalidad de los órganos del sistema. 
Particularmente, la División de Asistencia Electoral coordina su trabajo con el PNUD, el 
Departamento de Asuntos Económicos y Sociales, la Oficina de las Naciones Unidas de 
Servicios para Proyectos, la Oficina del Aleo Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos; y propicia, al mismo tiempo, la cooperación activa de ocros cuerpos 
y organizaciones de la sociedad civil que constituyen una rama de asistencia electora l 
externa . 
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definido una serie de programas destinados a promover la democracia y 
la democratización5. 

En el otro frente, encontramos la gran explosión normativa a nivel 
de Soft Law, que puede observarse, particularmente en el último tiempo, 
en relación con la democracia. Estos textos (declaraciones y resoluciones) 
no solo se pronuncian en favor de la promoción de la democracia como 
sistema político sino que, además, encaran el problema de su definición 
sustantiva por la vía de la determinación de sus componentes esenciales. 
Aunque es cierto que, tradicionalmente, las Naciones Unidas han adop­
tado una posición cauta en cuanto a la determinación de un tipo ideal de 
democracia de contenido excluyenté, no lo es menos que valores tales 
como la tolerancia, el pluralismo7 , la libertad y la igualdad parecen ser 
inescindibles de la acepción de democracia utilizada en el sistema univer­
sal8. Algo similar puede predicarse de la representación como elemento 

6 

Esros se orientan, en lo esencial , en cuatro líneas de acción: a) la cooperación destinada 
a crear una mentalidad democrática, dirigida a todos los miembros de la sociedad, sean 
funcionarios de gobierno, dirigentes políticos, parlamentarios, funcionarios judiciales, 
agentes policiales, miembros del ejército y las poblaciones en su conjunto; b) la asistencia 
elecroral, dirigida a coadyuvar a los esfuerzos nacionales para realizar elecciones libres y 
asegurar que de ellas surjan gobiernos legítimos; e) el apoyo institucional para la creación 
o consolidación del Estado de Derecho, que conlleva acciones muy diversas dirigidas a la 
reforma y fortalecimiento de los sistemas jurídicos y judiciales; la institucionalización de 
instancias constitucionales de defensa de los derechos humanos; la creación de fuerzas de 
policía y militares que respeten los derechos humanos y el Estado de Derecho; y, final­
menee, d) el apoyo a la creación o consolidación de instituciones o procesos sociales que 
forman parte de la vida democrática , tales como la promoción de sindicatos independien­
tes o la participación de la mujer en la vida política y social. 
Véase An agenda for democratization , punto 10. 
Vid . Comisión de Derechos Humanos Naciones Unidas: Resolución 1996119 sobre la tole­
rancia y el pluralismo como elementos inseparables de la promoción y protección de los derechos 
humanos, E/CN.4/RES/1996/19, documento en línea, formaro de archivo html, disponible 
en URL: h ttp :/ / www. unhch r. ch / h uridocda / h uridoca. nsf/ F rame Page /Sub ject % 
20democracy% 20Sp?OpenDocumenc&Start;2 .9 .4&Counc; 15&Expand ; 2 .9, fecha de re­
visión: 3/5/2006. 
En este sentido , puede mencionarse que la resolución 2000/47 de la Comisión de Dere­
chos Humanos sobre la promoción y consolidación de la democracia exhorta a los Estados 
a consolidar la democracia mediante la promoción del pluralismo, la protección de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales, el aumento al máximo de la participa­
ción de los individuos en la adopción de decisiones y en el desarrollo de instituciones 
competentes y públicas, incluido un sistema judicial independiente , un sistema legisla­
tivo y una administración pública eficaces y responsables y un sistema elecroral que 
garantice elecciones periódicas, libres y justas. Contiene, asimismo, una serie de recomen­
daciones a los Estados para que lleven a cabo acciones destinadas a promover, proteger y 
respetar los derechos humanos y las libertades fundamentales ; fortalecer el estado de 
derecho; crear, fomentar y mantener un sistema elecroral que establezca la expresión libre 
y justa de la voluntad del pueblo mediante elecciones genuinas y periódicas ; y fortalecer 
la democracia mediante la buena gestión de los asuntos públicos , el mejoramientO de la 
transparencia de las instituciones públicas, los procedimientOs normativos , el aumento de 
la responsabilidad de los funcionarios públicos, la promoción del desarrollo sostenible y 
el aumento de la cohesión y la solidaridad social. 
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caractenst1co de la democracia9. En este sentido, la resolución 2000/47 
de la Comisión de Derechos Humanos sobre la promoción y consolidación de 
la democracia 10 exhorta a los Estados a consolidar la democracia mediante 
la promoción del pluralismo, la protección de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales, el aumento al máximo de la participación de 
los individuos en la adopción de decisiones y en el desarrollo de las 
instituciones competentes y públicas, incluido un sistema judicial inde­
pendiente, un sistema legislativo y una administración pública eficaces y 
responsables y un sistema electoral que garantice elecciones periódicas, 
libres y justas. Esta resolución contiene, asimismo, una serie de recomen­
daciones a los Estados para que lleven a cabo las acciones destinadas a 
promover, proteger y respetar los derechos humanos y las libertades fun ­
damentales; fortalecer el Estado de Derecho; crear, fomentar y mantener 
un sistema electoral que establezca la expresión libre y justa de la volun­
tad del pueblo mediante la buena gestión de los asuntos públicos, el 
mejoramiento de la transparencia de las instituciones públicas, los pro­
cedimientos normativos, el aumento de la responsabilidad de los fun­
cionarios públicos, la promoción del desarrollo sostenible y el aumento 
de la cohesión social. 

Dicho texto guarda, a su vez, una ligazón conceptual y normativa 
con el texto de la resolución 1999/5 7 de 27 de abril de 1999, sobre la 
promoción del derecho a la democracia, que adquiere una notable importancia 
por cuanto se trata del primer documento aprobado en las Naciones 
Unidas en el que se habla de un "derecho a la democracia" . Aludiendo 
a diversos desarrollos del Derecho Internacional vinculados con el reco­
nocimiento de la democracia como un valor objeto de protección inter­
nacional y a sus interrelaciones con los derechos humanos, el referido 
texto recuerda que el vasto cuerpo de Derecho Internacional (incluidas las 
resoluciones de la Comisión de Derechos Humanos y las de la Asamblea 
General) confirman "el derecho a la plena participación y los otros dere­
chos y libertades democráticas fundamentales que son inherentes a toda 
sociedad democrática" 11 . 

9 

10 

ll 
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Como es sabido , la representación es un concepto típicamente normativo. Su efecto propio 
es que los actos realizados por el representante obliguen al representado aunque es te no 
parti cipe directamente en las decisiones. 
Vid. Comisión de Derechos Humanos Naciones Unidas: Resolución 2000147sobre la promo­
ción y consolidación de la democracia, EICN .4/1 RES/2 000/4 7 y Add. l . Documento en línea, 
formato html, disponible en URL: http ://www.unhchr.ch /huridocda/huridoca .nsf/Frame­
Page/Subject% 20democracy% 20Sp 'OpenDocumen t&Start ; 2 . 9 .4&Count ; 15 &Expand; 
2. 9, fecha de consulta: 3/5/2006. 
La resolución 1999/57 de la Comisión de Derechos Humanos , por su parte , declara como 
derechos específicos y, asimismo , componentes de una gestión p ública democráti ca, entre 
otros , los siguientes: a) el derecho a la libertad de opinión y de expresión , de pensamien­
to, de conc iencia y de religión, de asociación y de reunión pacíficas; b) el derecho a la 
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La resolución 2002 /46 de la Comisión de Derechos Humanos, titu­
lada "N uevas medidas para promover y consolidar la democracia", a su turno, 
configura un nuevo avance en el sistema de las Naciones Unidas en la 
identificación de los componentes o atributos esenciales de la democracia. 
En esta resolución se descarta la proclamac ión de una definición sintética 
de la democracia y se opta por el diseño de un listado no taxativo de los 
elementos o atributos esenciales, sin cuya concurrencia no sería posible 
calificar a un régimen político como democrático: a saber, el respeto de 
los derechos humanos y de las libertades fundamentales, la libertad de 
asociación, la libertad de expresión y de opinión, el acceso al poder y su 
ejercicio de conformidad con el Estado de Derecho, la celebración de 
elecciones periódicas libres e imparciales por sufragio universal y me­
diante voto secreto como expresión de la voluntad de la población, un 
sistema pluralista de organizaciones y partidos políticos, la separación de 
poderes , la independencia del poder judicial, la transparencia y la rendi­
ción de cuentas en la administración pública y unos medios de comuni­
cación libres, independientes y pluralistas12. La antedicha resolución 
importa un adelanto poderoso en el consenso político y jurídico de la 
comunidad internacional en torno a los elementos esenciales de un régi ­
men democrático. El hecho de que esta haya sido adoptada por una gran 
mayoría de la Comisión de Derechos Humanos y sin votos en contra, 
refuerza la leg itimidad de este avance normativo y crea las condiciones 
para que el régimen jurídico internacional sobre la promoción y preser­
vación de la democracia pueda tener en el futuro inmediato ulteriores 
desarrollos. De esta manera se fortalece la opinio juris en el proceso de 
leg itimación internacional de un derecho a la democracia, pues la reso­
lución 2002 /46 viene a formar parte de un proceso más amplio de evo­
lución normativa de la democracia como una obligación exigible respecto 

12 

libertad de inves tigar y de rec ibir y difund ir in fo rm aciones e id eas por cualquier medio 
de expres ión ; e) el imperio de la ley, incluida la protecc ión jurídi ca de los derechos, 
intereses y seg uridad personal de los ciudadanos y la equidad en la admini strac ión de 
justicia; as í como la ind ependencia del poder jud icial; d ) el derecho al sufrag io universal 
e ig ual , así como a procedimi entos libres de vocac ión y a elecciones peri ódi cas y libres; 
e) el derecho a la parti cipación políti ca, incl uida la ig ualdad de oportunidades de t odos 
los ciud adanos para presentarse como cand idatos; f) inst itucion es de gobierno transparen­
tes y responsabl es ; g) el derec ho de los ciud adanos a eleg ir el si stema de gobierno por 
medi os constitucionales u otros medi os de mocrát icos; y h) el de recho de acceso, en con­
di ciones de ig ualdad , a la función públi ca en el p ropi o país. Vid. Comisión de Derec hos 
Humanos N ac iones Unidas: Resolución 199915 7 sobre la promoción del derecho a la democracia, 
E/CN.4119991167 y Add.1 , Docum ento en línea , fo rmato hcml , disponible en: hrrp :// 
www. unhchr.ch/Huridocda . nsf/Tes tFrame/d 5d 144 5 feb8c7 e3c802 5 67 6e00 3b4495 ?Open 
document , fecha de consulta: 3/4 /2006. 
Comi sión de Derechos Humanos N ac iones U nidas: resolución 2002146 Nuevas medidas para 
promover y consolidar la democracia , E/CN .4/RES/ 200 2/46 , documento en línea, form ato 
html, d isponible en URL: http ://www.unh chr. ch/Huridocda/Huridoca. nsf/Tes cFrame/ 
3eb47e33 00b10a09cl 256baa00 50eca9?0pendocument , párrafo 1, fecha de revi si ón 11 /5/ 
2006 . 
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de los Estados, que -como analizaremos en las secciones siguientes- ha 
tenido lugar fundamentalmente en el ámbito regional. 

2) La democracia en los sistemas regionales 

2.1. Sistema americano 

A diferencia de la Organización de Naciones U ni das, el sistema 
interamericano incorporó una norma expresa sobre la democracia en su 
Carta constitutiva -el artículo 3(d)- según el cual la solidaridad de los 
Estados Americanos y los altos fines que con ella se persiguen, requieren 
la organización política sobre la base del ejercicio efectivo de la democra­
cia representativa13. Aún más, en la Reforma introducida a la Carta de la 
OEA con el Protocolo de Cartagena de 198 5, el concepto de democracia 
representativa fue incorporado al Preámbulo reputándola "condición in­
dispensable para la estabilidad, la paz y el desarrollo de la región", mien­
tras que el artículo 2, literal (b), establece como propósitos esenciales de 
la Organización "promover y consolidar la democracia representativa 
dentro del respeto al principio de no intervención". 

La vinculación entre la democracia representativa y la vigencia de los 
derechos humanos ha sido reforzada posteriormente por la jurisprudencia 
de los órganos americanos de control en materia de derechos humanos y 
reafirmada en varias reuniones de consulta, conferencias interamericanas, 
protocolos adicionales y resoluciones de la Asamblea General de la Orga­
nización de los Estados Americanos 14 . 

13 

14 

218 

Este artículo complementa el preámbulo en que se señala lo siguiente: "seguros de que 
el sentido genuino de la solidaridad americana y de la buena vecindad no puede ser otro 
que el de consolidar en este Continente, dentro del marco de las instituciones democrá­
ticas, un régimen de libertad individual y de justicia social , fundado en el respeto de los 
derechos esenciales de l hombre [ ... ] ". 
En efecto, la Asamblea General de la Organización ha reafirmado en numerosas oportu­
nidades la relación entre democracia representat iva y derechos humanos, enfatizando la 
necesidad del ejercicio de los derechos políticos a fin de elegir a las autoridades del 
gobierno. Es así como la Asamblea General ha recomendado " ... a los Estados miembros 
que no lo han hecho que restablezcan o perfeccionen el sistema democrático de gobierno, 
en el cual el ejercicio del poder se derive de la legítima y libre expresión de la voluntad 
popular, de acuerdo con las características y circunstancias propias de cada país" . 
Más concretamente, en la Resolución 837 (XVI-0/86), adoptada por la Asamblea General, 
se señaló: Que la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos , en su Informe Anual 
correspondiente al período 1985-86 presentado a la consideración de esta Asamblea 
General, recomendó a esta "reiterar la urgente necesidad de que los gobiernos que aún no 
han restablecido el régimen democrático representativo de gobierno, pongan en ejecución 
los mecanismos institucionales que sean pertinentes para restaurar dicho régimen en el 
más breve plazo, mediante elecciones libres , secretas e informadas, toda vez que la demo­
cracia constituye la mejor garantía para la vigencia de los derechos humanos y es ella 
firme sustento de la solidaridad entre los Estados del Continente" . . . 
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A g uisa de ejemplo, la Corte lnteramericana de Derechos Humanos 
(en adelante , la Corte lnteramericana) ha expresado la centralidad de la 
democracia representativa en los sig uientes términos: "La democracia 
representativa es determinante en todo el sistema del que la Convención 
forma parte" (sentencia OC/ 13, párr. 34), lo cual completa sus criterios 
sobre "las justas exigencias de la democracia" que deben orientar la in­
terpretación de la Convención, particularmente de aquellos preceptos que 
estén críticamente relacionados con la preservación y funcionamiento de 
las instituciones democráticas" (sentencia OC/ 5, párrs . 44; 67 y 69). En 
la misma línea, ha desarrollado una nutrida jurisprudencia sobre la im­
plicación entre democracia y libertad de expresión 15 . Por su parte, la 
Comisión lnteramericana de Derechos Humanos (Comisión IDH) tam­
bién ha testimoniado que la elaboración jurídica hemisférica ha insistido 
en la existencia de una relación directa entre el ejercicio de los derechos 
políticos así definidos y el concepto de democracia como forma de orga­
nización del Estado, lo cual a su vez implica la vigencia de otros derechos 
humanos fund amentales . A juicio de este órgano , el concepto de demo­
cracia representativa se asienta sobre el principio de que el pueblo es el 
titular de la soberanía política y en ejercicio de esta soberanía elige a sus 
representantes para que ejerzan el poder político. Estos representantes , 
además, son elegidos por los ciudadanos para aplicar medidas políticas 
determinadas, lo cual a su vez implica que haya existido un amplio 
debate sobre la naturaleza de las políticas a aplicar -libertad de expre­
sión- entre g rupos políticos organizados -libertad de asociación- que 
han tenido la oportunidad de expresarse y reunirse públicamente -dere­
cho de reunión 16 . Sobre esta base, la Comisión IDH ha considerado que 

15 

16 

Véase Caso Ricardo Canes e, Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie C N o 111, párrs. 77-
80 ; Caso Herrera Ulloa. Sentencia de 2 de julio de 2004. Serie C N o 107, párrs. 108- 111 ; 
Caso lvcher Bronstein. Sentencia de 6 de febrero de 200 l . Serie C N o 74, párrs. 146- 149; 
Caso "La Última Tentación de Cristo" (Olmedo Bustos y otros). Sentencia de 5 de fe brero de 
200 l. Serie C N o 7 3, párrs. 64-67; y La Colegiación Obligatoria de Periodistas (Ares. 13 y 
29 Convención Am eri cana sobre Derechos Humanos). Opinión Co nsulti va OC-5/85 del 
13 de novi embre de 198 5. Seri e A N ° 5, párrs. 30-33 y 43 , y más recientemente, Caso 
Claude Reyes y otros vs. Chile, Sentenc ia de 19 de septi embre de 2006 . Seri e C N o. 151. 
Esta doctri na ha sido corroborada claramente a p ropós iro de la denuncia planteada por 
And rés Aylwin Azócar y otros en contra de l Estado chileno en razó n de la supe rvi vencia 
de las instituciones de los senadores vitalicios y se nadores des ig nados en la Constitución 
ch ilena sobre la base del antig uo are . 45 de esta Carta. La Comi sión IDH est imó que 
dichas inst ituciones no estaban conformes con el p rincipio de democracia representativa 
y, en consecuencia, atentaban contra los derechos políticos consag rados en el Pacto de San 
J osé . Sobre la base de este rac ioc inio, la Co misión recomendó al Estado rec urrido la 
adopc ión de "las medidas necesarias para adecuar su ordenamiento jurídico interno a las dispo­
siciones de la Convención Americana, a fin de que se garantice plenamente a todos los ciudadanos 
chilenos, incluidas las víctimas en el presente caso, el ejercicio de stt derecho a votar y a ser elegidos 
en condiciones generales de igualdad consagrados en los artículos 23 y 24 de la Convención 
Americana, en la composición del Senado de la Repzíblica, como órgano legislativo bicameral de 
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"está facultada para verificar, con relación a estos derechos políticos, si la 
realización de elecciones periódicas, auténticas, con sufragio universal, 
igual y secreto, se producen en un marco de garantías necesarias para que 
los resultados representen la voluntad popular, incluida la posibilidad de 
que los electores puedan, si fuere el caso, recurrir efectivamente contra un 
proceso electoral que consideran viciado, defectuoso e irregular o que 
desconoce o puede desconocer el derecho de tener acceso, en condiciones 
generales de igualdad, a las funciones públicas de su país 17 . 

Con la adopción de la Carta Democrática Interamericana 18 se robus­
tece aún más la construcción hemisférica de la democracia. Desde una 
perspectiva semántica, cabe destacar en ella el uso de un lenguaje que 
evoca, por una parte, el carácter mediador de la democracia en la relación 
biantonómica poder/derechos fundamentales, esto es, en tanto elemento 
de legitimación de uno y de garantía de los otros y, por otra parte, que 
apunta hacia la existencia de una suerte de "derecho a la democracia" que 
parece tener, no obstante, efectos más retóricos que jurídico-políticos. A 
saber, el art. 1 de la Carta Democrática advierte que "Los pueblos de 
América tienen derecho a la democracia y sus gobiernos la obligación de 
promoverla y defenderla" 19 . '---

El art. 3, a su turno, declara que son elementos esenciales de la 
democracia representativa, entre otros, el respeto a los derechos humanos 
y las libertades fundamentales; el acceso al poder y su ejercicio con su­
jeción al Estado de Derecho; la celebración de elecciones periódicas, li ­
bres, justas y basadas en el sufragio universal y secreto como expresión 
de la soberanía del pueblo; el régimen plural de partidos y organizaciones 
políticas; y la separación e independencia de los poderes públicos. A este 
respecto debe tenerse presente que tal enumeración no es exhaustiva y 

17 

18 

19 

22 0 

representación popular del Congreso de ese país". Vid . Comisión IDH, Informe N ' . 13 7199 Caso 
11.863 Andrés Aylwin Azócar y Otros con Chile, de 27 de diciembre de 1999. 
Informe elaborado a parcir de los casos N °' 9768, 9780 y 9828 de México, en el Anuario 
Interamericano de Derechos Humanos 1990, pp. 91 y ss. 
La Carca fue adoptada mediante la resolución 1838 (XXXI-0/01) de la Asamblea General 
de la OEA, de 5 de junio de 200 l. 
En efecto, el Comité Jurídi co Interameri cano ha expresado a propósito del are. 1 que "se 
ent iende que esta disposición quiere reflejar el compro miso político de los Estados 
Americanos con la democracia y en consecuencia no considera necesario entrar en el 
análisi s de los distintos significados que puede tener la palabra "pueblo" ni tampoco sobre 
la naturaleza del derecho que se menciona". Por su paree, la Delegación de Canadá, a 
pesar de haber concurrido con su voto conforme a la adopción de la Carca, ha expresado 
sus reservas en relación con la redacción del are. 1 coda vez que, en su opinión , "no hay 
ni un solo concepto en el derecho canadiense que corresponda a un "derecho a la demo­
cracia" y ningún derecho de esa especie parece existir en el derecho internacional " Vid. 
Organización de los Estados Ameri canos: Carta Democrática lnterarnericana. D ocumentos e 
interpretaciones. OEA/Ser.G/CP-1, Washigcon, 2003, pp. 244 y 261. (Las observaciones de 
la Delegac ión de Canadá están disponibles en inglés y en francés. La traducción al cas­
tellano de la versión francesa es mía). 
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que se complementa con los demás elementos enunciados en los artículos 
restantes. 

Merece destacarse también la incardinación en la noción regional­
americana de democracia, de los derechos de contenido económico social. 
A saber, el Art. 11 de la Carta Democrática establece que "La democracia 
y el desarrollo económico y social son interdependientes y se refuerzan 
mutuamente.", mientras que el Art. 12 expresa que "La pobreza, el anal­
fabetismo y los bajos niveles de desarrollo humano son factores que in­
ciden negativamente en la consolidación de la democracia" y establece 
que "los Estados Miembros de la OEA se comprometen a adoptar y 
ejecutar todas las acciones necesarias para la creación de empleo produc­
tivo, la reducción de la pobreza y la erradicación de la pobreza extrema, 
teniendo en cuenta las diferentes realidades y condiciones económicas de 
los países del Hemisferio". Este compromiso común frente a los proble­
mas del desarrollo y la pobreza resalta, sin duda, la importancia de 
mantener los equilibrios macroeconómicos y transforma a la cohesión 
social en un imperativo. En consonancia con lo anterior, el Are. 6 con­
sidera que "La participación de la ciudadanía en las decisiones relativas 
a su propio desarrollo es un derecho y una responsabilidad. Es también 
una condición necesaria para el pleno y efectivo ejercicio de la democra­
cia". 

De especial relevancia resultan también las disposiciones contenidas 
en el Art. 12 y en el Art. 9 de la Carta Democrática que, respectivamen­
te, establecen la llamada "cláusula democrática" 20 y consagran el derecho 
de toda mujer u hombre, cuyos derechos políticos sean violados, a inter­
poner denuncias y peticiones ante el sistema interamericano de promo­
ción y protección de derechos humanos conforme a los procedimientos 
estatuidos. 

Con todo, y a manera de comentario, puede señalarse que una de las 
debilidades de la Carta Democrática se relaciona con la articulación de 
algunos de los elementos constitutivos de la democracia. Así, por ejem­
plo, al regular las elecciones, dicho texto determina que éstas deben ser 
libres y justas, apartándose del are. 23 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos que requiere, en cambio, que las elecciones 
sean periódicas, auténticas, con sufragio universal y por voto secreto , 

20 Esta cláusula dispone que "cualqui er alteración o ruptura inconstitucional del orden 
democráti co de un Estado Miembro de la OEA constituye un obstáculo insuperable para 
la participación del gobierno de dicho Estado en las sesiones de la Asamblea General, de 
la Reunión de Consulta, de los Consejos de la Organización y de las conferencias espe­
ciali zadas, de las comisiones, grupos de trabajo y demás cuerpos que se hayan creado 
dentro de la OEA, con sujeción a lo es tablecido en la Carca de la OEA [así com o del 
proceso de las Cumbres d e las Am éri cas ]. Docum en to co mpleto disponibl e e n 
http:www.oas .org 
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cuatro condiciones que, sin duda, resultan más precisas. Pese a lo ante­
rior, es evidente que la Carta Democrática constituye un avance signifi ­
cativo en la consolidación de la democracia como principio hemisférico 
reforzando el dispositivo articulado a través de la Carta de la OEA y la 
Convención Americana de Derechos Humanos. 

2.2. Sistema europeo 

En la Unión Europea también se ha apostado por un concepto ma­
terial de la democracia. Ya en el año 1990 la Conferencia sobre Seguridad 
y Cooperación en Europa adoptó la Carta de París para una nueva Europa, 
en la que los países miembros de la UE se comprometen a "construir, 
consolidar y fortalecer la democracia como el único sistema de gobierno 
de nuestras naciones". Aquí se la define como un régimen que se erige 
sobre dos pilares: la voluntad popular manifestada periódicamente me­
diante elecciones libres, por una parte, y el respeto por la persona huma­
na y el Estado de Derecho, de otra. La Carta de París desarrolla los dos 
grandes preceptos a cuyo pleno respeto se van a aplicar las partes para 
reforzar la democracia. Estos son: el respeto de los derechos fundamenta­
les de la persona y el principio de cooperación entre los Estados para 
"hacer irreversibles" las conquistas de la democracia2 1. 

A partir de entonces, la democracia como principio constitutivo del 
sistema comunitario europeo, se va ir dotando de un abundante ropaje 
jurídico complementario que progresivamente irá creando una intersec­
ción entre dicha noción y el objetivo del desarrollo22 que se empieza a 
bosquejar con el Tratado de Maastricht de 1992. En efecto, el preámbulo 

2 1 

22 

222 

Vid . MARIÑO MENÉNDEZ, F.: "La Carta de París para una nueva Europa", Separata de la 
Revista de Instituciones Europeas, Madrid , 1991. 
Así por ejemplo, en noviembre de 1991, se acordó una resolución sobre Derechos Huma­
nos, Democracia y Desarrollo. Se reconoce en ella la naturaleza universal de los derechos 
humanos y el deber de todos los Estados de promoverlos y se contemplan diversas inicia­
tivas y acciones que la Comunidad Europea y los Estados Miembros Europeos pueden 
llevar a cabo en dichas áreas, tales como apoyo a las elecciones y a las nuevas instituciones 
democráticas, impulso de la administración de justicia, y fortalecimiento del papel de las 
organizaciones no g ubernamentales. Asimismo, se insta a la operatividad y eficacia de los 
gobiernos y a la implementación de políticas de desarrollo. Una atención particular se 
concede al gasto militar como modo de forzar a los gob iernos de los países en desarrollo 
a reducir los presupuestos nacionales destinados a este fin. Además de estos programas 
destinados a forta lecer el respeto de los derechos humanos y la democracia, la Resolución 
establece claramente que en caso de "una violación de derechos humanos g rave y persis­
tente o la seria interrupción del proceso democrático", la Comunidad y los Estados Miem­
bros podrían tomar medidas restri ctivas incluyendo la suspensión de la cooperación al 
desarrollo. Por otro lado , la Resolución también presenta varios criterios y puntos de 
referencia para mejorar la consistencia de las ini ciativas apoyadas por la Comunidad 
Europea y los Estados Miembros en esta área. Incluso contempla introducir cláusulas 
relacionadas con los derechos humanos en futuros acuerdos de cooperación. 
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de dicho tratado confirma la adhesión de la Unión "a los pnnCiplOs de 
libertad, democracia y respeto de los derechos humanos y de las liberta­
des fundamentales y del Estado de Derecho mientras que predica como 
uno de los objetivos de la política exterior y de seguridad común comu­
nitaria, "el desarrollo y la consolidación de la democracia, el Estado de 
Derecho y el respeto de los derechos humanos y de las libertades funda­
mentales" (Título V, Art. J.I.2). Al mismo tiempo, bajo el Título sobre 
la Cooperación al Desarrollo incluye una segunda referencia a la ligazón 
entre desarrollo y democracia (Título XVII art. 130 U.2)23. 

Paralelamente, en la Cumbre de la UE celebrada en Copenhague, en 
1993, se formularon los criterios políticos que debían cumplir los distin­
tos países que solicitaran la adhesión a la UE. Se declaró que "la calidad 
de miembro requiere que el país candidato haya logrado la estabilidad de 
las instituciones que garantizan la democracia, el Estado de Derecho, los 
derechos humanos, así como el respeto y la protección de las minorías". 

Por otra parte, la Declaración de Barcelona, de 28 de noviembre de 
1995, que dio inicio a la Asociación Euromediterránea, se funda también 
en los principios de la democracia representativa, los derechos humanos 
y las libertades fundamentales24 . El enfoque multilateral contemplado en 
la Declaración de Barcelona se complementa con el enfoque bilateral 
relativo a los derechos humanos y los principios democráticos enunciado 
en los Acuerdos de Asociación celebrados o en curso de negociación entre 
la UE y sus Estados miembros, por una parte, y cada uno de los socios 
mediterráneos por otra. Los principales objetivos de los Acuerdos de 
Asociación consisten en reforzar los vínculos entre la UE y sus socios 
mediterráneos para establecer relaciones duraderas, fundadas en la recipro­
cidad, la solidaridad, la asociación y el codesarrollo. Los Acuerdos recogen 

23 

24 

La Convención de Lomé IV (Convención que regula la ayuda, el comercio y las relaciones 
políticas entre la Unión Europea y 71 países de África, Caribe y Pacífico (revisada en 
noviembre de 1995) conriene referencias específicas al "reconocimienro y aplicación de 
principios democráticos, la consolidación del Estado de Derecho y del buen gobierno". En 
ella se estableció que en lo sucesivo, el respeto y promoción de los derechos humanos 
(civiles, políticos, económicos, sociales y culturales) y de los principios democráticos, 
constituirá un elemento esencial de la Convención. 
El objetivo principal de la creación, en la región euromediterránea, de una zona de 
diálogo, inrercambios y cooperación que garantice la paz, la estabilidad y la prosperidad 
requiere la consolidación de la democracia y el respeto de los derechos humanos , un 
desarrollo económico y social sostenible y equilibrado, medidas de lucha conrra la pobreza 
y el fomenro de una mayor comprensión entre las culturas, todos ellos elementos esencia­
les de la asociación. Los participantes se comprometen a: a) actuar de acuerdo con la Carta 
de las Naciones Unidas y la Declaración Universal de los Derechos Humanos; b) desarro­
llar el Estado de Derecho y la democracia en su sistema político; e) respetar los derechos 
humanos y las libertades fundamenrales, incluida la libertad de expresión, asociación, 
pensamiento, conciencia y religión; d) considerar favorablemenre, a través del diálogo 
entre las partes, los intercambios de información sobre las cuestiones relativas a los de­
rechos humanos, las libertades fundamentales, el racismo y la xenofobia. 
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asimismo un marco estructurado para la instauración de un diálogo po­
lítico regular sobre cuestiones bilaterales e internacionales de interés 
común. Este diálogo político ha de abordar, en concreto, las condiciones 
que permiten garantizar la paz, la seguridad, la democracia y el desarro­
llo regional, y debe servir para impulsar reformas. 

Los Reg lamentos sobre derechos humanos, en tanto, autorizan a la 
Comunidad a apoyar los procesos de democratización, en especial, los 
procesos electorales y la igualdad de participación de las poblaciones en 
los mismos25. Estos contemplan el apoyo comunitario a los procesos de 
democratización , en concreto, el fomento y el fortalecimiento del Estado 
de Derecho, el respeto y respaldo de la independencia de los poderes 
Judicial y Leg islativo en relación con el Ejecutivo, y el apoyo a las refor­
mas constitucional y legislativa en favor de la abolición de la pena de 
muerte26 . A estos efectos, la Comisión Europea ha definido determinados 
componentes clave del Estado de Derecho, incluidos unos poderes Legis­
lativo y Ejecutivo que doten de plena efectividad a los derechos humanos, 
un Poder Judicial independiente, el acceso real al resarcimiento legal y 
un sistema jurídico que garantice la igualdad ante la ley27 . 

Con el Tratado de Amsterdam, que entró en vigor en mayo de 1999, 
se da otro paso significativo en la integración de los derechos humanos 
y la democracia en el ordenamiento jurídico de la UE . En el nuevo 
artículo 6 del Tratado de la Unión Europea se afirma taxativamente que 
la UE "se basa en los principios de libertad , democracia, respeto de los 
derechos humanos y de las libertades fundamentales y el Estado de De­
recho, principios que son comunes a los Estados miembros". Mientras 
que la Carta de Niza sobre los Derechos Fundamentales, de diciembre de 
2000 , establece, por su parte, que la Unión se funda en los principios de 
libertad , democracia, Estado de Derecho y respeto de los derechos huma­
nos y de las libertades fundamentales. A esto se suma la cláusula de 
suspensión que fue introducida en el Tratado de la Unión Europea 
(artículo 7) por el Tratado de Amsterdam y que será materia de análisis 
en la tercera sección de este trabajo . 

3) Consideraciones sobre la fuerza jurídica del principio democrático 

Como corolario de este repaso podemos afirmar que en el sistema 
europeo, lo mismo que en el sistema universal y en el americano, existe 

25 

26 

27 

224 

La referencia es a la Letra f) del art íc ulo 2.2. del Reglam ento (CE) n° 975 / 1999 de l 
Conse jo, y letra f) d el artículo 3 .2. del Reglam ento (CE) n° 976/ 1999 del Conse jo . 
Info rme d e la Comisión Europea sobre la aplicación de medidas p ara promover el respe to 
por los D erechos Humanos y los p rincipi os dem oc ráti cos en las relaciones ex te ri ores 
durante el p eríod o 1996-1 999 , Bruse las, 14 .11. 2000, COM (2 000) 726 fina l , p . 25 . 
COM (98) 146 fin al, ib . , ap artado. 4 . 
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una irrefutable tendencia de promocwn de la democracia. Sin embargo, 
resta contestar la pregunta que nos planteábamos inicialmente: ¿significa 
esto que los documentos que recogen esta tendencia tienen un contenido 
esencialmente normativo? Dicho de otra manera, ¿reflejan la intención de 
enunciar principios jurídicos vinculantes o por el contrario se trata de 
principios meramente políticos, de alcance abstracto y general? Como 
señalé, la respuesta a esta pregunta no es unánime. Para Fernández Liesa, 
por ejemplo, "el carácter promociona! prioriza la acción positiva interna­
cional frente a la condicionalidad democrática negativa, reflejada en la 
práctica internacional sancionatoria"28 , por lo que "la democracia no 
constituye hoy en día una obligación jurídica universal, pero sí un valor 
compartido y promocionado por el conjunto de los miembros de la Co­
munidad"29. Desde luego, esta lectura de la situación es perfectamente 
plausible atendido el estadio de evolución del Derecho Internacional de 
la Democracia. Sin embargo, una lectura más optimista también puede 
ampararse en el perfil actual del Derecho Internacional en el que -como 
hemos apuntado- el carácter voluntarista ha cedido terreno a visiones 
objetivistas. 

Una respuesta afirmativa por la que aquí me inclinaré, puede fun­
darse en tres órdenes de argumentos de carácter complementario. A sa­
ber: 

Primero: Como hemos visto, desde hace tiempo la Corte Internacio­
nal de Justicia, la Corte Interamericana de Derechos Humanos y su ho­
móloga europea, vienen desarrollando una jurisprudencia en la que se 
invoca la existencia de principios generales de Derecho obligatorios al 
margen de todo vínculo convencional en materias relativas a derechos 
humanos . Al amparo de esta tesis es posible afirmar que la relación 
funcional entre democracia y derechos humanos presupone la existencia 
de un principio de legitimismo democrático. Así las cosas, la confluencia 
necesaria entre democracia y derechos humanos tendría por efecto, enton­
ces, sacralizar este régimen político mutando su naturaleza de opción 
política contingente a principio jurídico vinculante. Este fenómeno ha­
bría sido recogido en los tratados internacionales de carácter regional ya 
analizados. 

Segundo: La vía consuetudinaria también puede ser invocada para 
sostener la existencia de este principio particularmente respecto de los 
Estados que no son parte de los sistemas convencionales. Recordemos que 
la jurisprudencia internacional reconoce a las resoluciones de la Asamblea 

28 

29 

FERNÁNDEZ LIESA, C., "D emocrac ia y Desarrollo en el Ordenamiento Internacional ", en 
MARIÑO M ENÉNDEZ, F. y FERNÁNDEZ l!ESA, C. (ed s.): El D esarrollo y la Cooperación 
Internacional, Universidad Carlos III-BOE, Madrid , 1997, p. 201 
Ibidem. 
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General de Naciones U ni das efectos similares a los descri ros para los 
tratados multilaterales generales en las sucesivas etapas de formación de 
las normas consuetudinarias (declarativos, crisralizadores y generado­
res)30. De esta manera, las resoluciones y declaraciones de órganos inter­
nacionales puede ser expresión o bien contribuir a la formación de una 
norma consuetudinaria y, por supuesto, dar fe del estado de cualquiera de 
sus elementos constitutivos. Siguiendo un razonamiento analógico, puede 
sostenerse que el tenor de los textos internacionales citados previamente, 
testimonian la consolidación de una opinio iuris por parte de la comuni­
dad internacional con lo que se habría configurado un supuesto de cris­
talización de norma consuetudinaria. En este sentido, debe tenerse pre­
sente que la apreciación del valor jurídico de las resoluciones y demás 
documentos internacionales análogos, no descansa en la competencia de 
los órganos para crear normas de carácter vinculante (puesto que en rigor 
estos carecen de ella), sino que está asentada en su aptitud para intervenir 
en la producción de una norma consuetudinaria. Por lo mismo, dicha 
apreciación depende de factores diversos: su naturaleza, contenido, méto­
do de elaboración, apoyo recibido, práctica subsiguiente, etc. La genera­
lidad de la práctica y la escasez en transcurso del tiempo, a su turno, 
deben juzgarse en términos contexruales y relativos en tanto son meros 
instrumentos para la identificación de los elementos constitutivos de la 
costumbre. Inclusive, estos últimos aspectos pueden devenir en poco 
relevantes si entendemos que no se trata de resoluciones cristalizadoras, 

30 

3I 

226 

Así lo ha admitido la Corte Internacional de Justicia en el asunto de las actividades 
militares y paramilitares en y contra Nicaragua (1986) en relación con dos resoluciones de 
la Asamblea General adoptadas por consenso: la 2625 (XXV), de 24 de octubre de 1970, 
considerada como prueba de la opinio iuris del carácter de la abstención de recurrir al uso 
de la fuerza y a la intervención en los asuntos internos; y la 33 14 (XXIX), de 14 de 
diciembre de 1974, considerada como la expresión del Derecho Internacional consuetu­
dinaro en materia de definición de la agresión. Así lo han afirmado también los tribunales 
arbitrales que dictaron las sentencias en los asuntos Texaco-Calasiatic (1977) y Liamco 
( 1977), que confirieron carácter de Derecho vigente a algunos de los principios enuncia­
dos en la resolución 1803 (XVII), de 14 de diciembre de 1962 , relativa a la soberanía 
permanente sobre recursos naturales. 
En el caso de la Plataforma Continental del Mar del Norte, la Corte Internacional de 
Justicia anali zó los efectos de la costumbre sobre los tratados y la posible conversión de 
principios formulados en un tratado multilateral en normas universales de carác ter con­
suetudinario. En opinión del juez Tanaka, la formación de un derecho consuetudinario en 
una cierta sociedad, nacional o internacional, era un proceso psicológico pero también 
sociológico de bastante complejidad y, por tanto, nada fácil de poder identificar en cada 
caso. Para un análisis crítico del fallo vid . GóMEZ ROBLEDO , A .: ]urispmdencia Interna­
cional en materia de delimitación marítima, lnsti ruto de Investigaciones Jurídi cas-U niversi­
dad Nacional autónoma de México, México D.F., 1989, capítulo segundo. Para una rela­
ción del caso, vid. Internacional Court of Justice: North Sea Continental Shelf Cases, 
Judgment of 20 february 1969 , Case sumaries, disponible en versión electrónica, formaro 
h tm l, en: h ttp: / /www. icj -ci j .org/ icj www/ idecisions/isummaries/icssummary6902 20. h cm , 
fecha de revisión , 28/ 11 /3. 
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sino de resoluciones generadoras de normas consuetudinarias31. Como se 
sabe, existen precedentes de generación de normas consuetudinarias a 
partir del texto de una resolución32. 

Tercero; la evolución reciente del Derecho Internacional se ha ido 
inclinando paulatinamente por una concepción más objetivista y menos 
voluntarista de las fuentes de las obligaciones estatales, abriendo paso a 
un progresivo fortalecimiento de los principios generales de Derecho 
entre los que no solo se incluyen los reconocidos en los ordenamientos 
jurídicos internos de los Estados, sino también los que existen y operan 
como principios constitucionales del Derecho Internacional contemporá­
neo. Simultáneamente, la convicción de que en Derecho Internacional 
existen reglas imperativas y que no todo es ius dispositivum ha contribuido 
a dar concreción y precisión jurídica a las nociones de ius cogens y de 
obligaciones erga omnes creando un plexo normativo que se superpone a 
la voluntad de los Estados. 

En este marco puede plantearse, sin aventurarse demasiado, la exis­
tencia embrionaria de un principio de legitimismo democrático con ca­
rácter de ius cogens toda vez que es meridianamente claro que existe una 
preferencia generalizada por este régimen tanto en el ámbito interno 
estatal como en el contexto internacional (en este caso, expresado a nivel 
de tratados y de Soft Law), con lo que se configuraría el requisito de 
doble consentimiento aludido en el art. 53 de la Convención de Viena 
sobre Derecho de los Tratados. Aún más, hay que enfatizar que esta 
preferencia no es arbitraria sino que es inevitable en aras de la protección 
y garantía de los derechos humanos, por lo que devendría en una obli­
gación esencial para la salvaguardia de intereses fundamentales de la 
comunidad internacionaP3. Pero -como sugiere Carrillo Salcedo- la ple­
na eficacia de la noción de normas imperativas requiere no solo la iden-

32 

33 

Así , por ejemplo, en su opinión consultiva sobre el Sahara occidental (197 5 ), La Corte 
Internacional de] usticia se sirvió de resoluciones adoptadas por la Asamblea General de 
las NU, relativas a la proclamación del derecho de los pueblos coloniales a su libre 
determinación, para determinar las reglas de Derecho Internacional que se planteaban en 
la consulta; y en concreto consideró que la resolución 1514 (XV), de 14 de diciembre de 
1960, había constituido base del proceso de descolonización 
Recuérdese que el Proyecto de Artículos sobre responsab ilidad internacional de la Comi­
sión de Derecho Internacional, del año 1996, establecía en su art. 19.2 que: "E l hecho 
internacionalmente ilícitO resultante de una violación por un Estado de una obligación 
internacional tan esencial para la salvaguardia de intereses fundamentales de la comuni­
dad internacional que su violación está reconocida como crimen por esa comunidad en su 
conjuntO, constituye un crimen internacional". Pese a que dicho artículo fue enmendado 
por el actual are. 40 del Proyecto que solo se refiere a la violación grave de normas de 
im cogens, parece claro que el Derecho Internacional consulta la existencia de un especial 
cúmulo de normas que tutela valores e intereses esenciales de la Comunidad Internacional 
y que, por tanto, se sustraen a la lógica contractual y generan un reproche agravado en 
caso de violación. 
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tificación de qué normas tienen carácter de ius cogens, sino también de 
mecanismos y procedimientos institucionalizados capaces de decidir 
cuándo un acto jurídico (sea este un tratado o un acto unilateral) o un 
comportamiento de un Estado están en conflicto con una norma impera­
tiva de Derecho Internacional y cuáles son las consecuencias jurídicas de 
tal contradicción34 . Más adelante veremos cómo en esta materia también 
se han obrado también adelantos importantes. 

II. LOS RETOS DE LA DEMOCRATIZACIÓN EN EL SISTEMA INTERNA­

CIONAL. HACIA UN CONCEPTO MATERIAL DE DEMOCRACIA CON 

EJES EN EL DESARROLLO, LA GOBERNABILIDAD Y LA PARTICIPA­

CIÓN IGUALITARIA 

No es ninguna novedad que la democracia es un proyecto en cons­
trucción . Recordemos, a estos efectos, que a lo largo del tiempo este 
sistema ha recibido diferentes apellidos: real, occidental, parlamentaria, 
presidencialista, directa, interna, formal, asamblearia, etc. La variedad de 
adjetivaciones da cuenta, por un lado, de la complejidad del concepto y, 
por otro , de la imparable evolución social. Si bien no puede negarse que 
la democracia, como sistema de gobierno, nos evoca primordialmente un 
procedimiento, es decir, una forma, y que su objetivo casi por antonoma­
sia ha sido establecer mecanismos para generar el poder, y para ponerle 
término, no puede desconocerse, al mismo tiempo, que tales procedi­
mientos son valiosos no en sí mismos sino en tanto herramientas que 
ponen en marcha determinados criterios de corresponsabilización en la 
estructuración del poder, de establecimiento de patrones de ciudadanía 
crecientemente universalistas y de instituciones que hacen posible en 
mayor grado la articulación de formas de codecisión e implicación. 

Siendo así la democracia, está sometida a un constante test de legi­
timación. Si bien las fuentes de esta legitimidad pueden ser variadas, en 
el nivel internacional -como hemos visto- la legitimidad democrática 
descansa medularmente en su aptitud para garantizar derechos funda­
mentales . 

Hasta hace pocas décadas, sin embargo, dicho entrecruce parecía 
haber encontrado su continente adecuado en la fórmula que se ha dado 
en denominar "democracia liberal" 35 . De la misma manera, desde un 

34 

35 
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CARRILLO SALCEDO, J. A .: Soberanía de los Estados y D erechos Humanos en Derecho Interna­
cional Contemporáneo, 1• edición, 2• reimpresió n, 1999 , Tecnos, Madrid , p. 110. 
Siguiendo a GIOVANNI SARTORI , esta fórmula incluiría los sigui entes elemenros: 1) la 
liberrad de las personas (liberalismo) , 2) su parricipación en el poder (democracia en su 
sent ido primigenio), 3) demoprotección (la protección de un pueblo contra la tiranía), y 
4) demopoder (e l es tablecimiento del poder popular). En cuanro a la imporrancia de esros 
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punto de vista ideal, al apelativo liberal se agregaba el apellido "repre­
sentativa". Con esto se evocaba una especial relación entre los ciudadanos 
y las autoridades, y, de paso, una noción determinada de ciudadanía. Por 
una parte, los ciudadanos (votantes) pueden pedir cuentas a los respon­
sables de la toma de decisiones y estos, por su parte, representan los 
intereses de sus electores, es decir, "pueblo" en un territorio dado. Pero 
como vienen apuntando numerosos autores, entre ellos David Held36, el 

36 

elementos en la noción de democracia, el mismo autor se apresura en aclarar que se trata 
de un problema de secuencia procedimental, es decir, de qué condición es previa. En este 
sentido, afirma, que es indudable que la libertad de (libertad como no interferencia) y la 
demoprotección (constitucionalismo liberal) son las condiciones necesarias de la democracia 
per se. Cfr. SARTORI, G.: "¿Hasta dónde puede ir un gobierno democrático ' ", en DEL 
ÁGUILA, R.; VALLESTÍN, F. y otros: La democracia en sus textos. Alianza Editorial, Madrid , 
1998, p. 522 (521 a 531). Las cursivas son del autor. 
La teoría de Held puede resumirse en los siguientes postulados. El autor sostiene que la 
democracia representativa ha sido ideada y proclamada como la institución clave para dar 
lugar a la autoridad y a la libertad al mismo tiempo , fijando límites sobre el ejercicio del 
poder pero manteniendo la soberanía, a través del reconoci miento de la igualdad política 
de los ciudadanos a través del voro universal. Al gobierno se le otorgan capacidades 
siempre que se mantenga bajo el imperio de la ley y la haga cumplir. A los ciudadanos 
se les reconoce la igualdad ante la ley y se les protege del ejercicio arbitrario del poder. 
Es decir, un pueblo que se autodetermina a través de sus representantes en el marco de 
una igualdad jurídica. Este es el principio fundament al de la democracia según el autor, 
el principio de autonomía que prescribe que los individuos viven libremente en un marco 
de equidad. El principio de auronomía intenta equilibrar la relación entre el Estado y el 
pueblo, equilibrio basal de la democracia liberal. El teóri co establece esta fórmula como 
un principio de legitimidad política para incluirlo en su propuesta sobre la democracia 
cosmopolita ya que, a su juicio, este principio arraigado a la democracia y al Estado 
moderno se desvanece conjuntamente con esas dos unidades. Su propuesta supone una 
invitación al desarrollo de un experimento mental democrático que implica examinar 
hipotéticamente cuáles deberían ser las prácticas, instituciones y estructuras sociales y 
políticas que contengan el mencionado principio y, a la vez, lo hagan efectivo en un 
escenario de globalización. Plantea una situación ideal en la que los individuos, libres de 
cualquier tipo de coerción y con plena información, pudieran establecer cuáles son los 
derechos y obligaciones que harían posible formar una comunidad política libre. Bajo este 
supuesto concluye que el interés de cada uno por la autOdeterminación conlleva un interés 
por la democracia como una estructura común de la acción política a la que todos puedan 
tener acceso y capacidad de controlar. Al hilo de este raciocinio desarrolla el concepro de 
un código de Derecho Público Democrático que permita que la estructura política pueda 
controlar el poder en cualquiera de sus dimensiones, desde la económica has ta la cultural, 
es decir, un orden democrático legal. A la luz del estado ac tual de interconexión g lobal 
sostiene que el nivel estatal se ve sobrepasado por este objetivo, de modo que sugiere la 
necesidad de crear nuevas instituciones y mecanismos de accormtability a nivel internacio­
nal. El Derecho Público Democrático debe internacionalizarse en pos de es ta meta, es 
decir, concretarse en un estado de Democracia Cosmopolita que se erija sobre el principio 
de autOdeterminación. Esto no significa que el Estado-Nación esté destinado a desapare­
cer o que sea innecesario, sino que se requiere de una estructura mayor para garantizar 
la autonomía debido a los efectos trasnacionales que impactan y merman su capacidad 
soberana. Así, la democracia traspasaría todos los niveles de gobierno y el sistema actual 
de poderes superpuesto y autoridad dividida serían regidos por el Derecho Democrático 
bajo el reconocimiento de _que la naturaleza y la calidad de la democracia en las diversas 
comunidades está afectada por las restantes y que nuevos mecanismos legales y organiza­
tivos deben ser creados para que la democracia pueda prosperar y el sistema actual no 
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cuento de la democracia está lejos de tener un final feliz. Lo anterior, 
porque existirían problemas complejos que gravitan sobre la dimensión 
interna de la democracia representativa. Estos se refieren a la conexión 
existente entre la esfera pública y la privada, es decir, a las vinculaciones 
que se establecen entre la autoridad pública y el poder económico, y que 
terminan constriñendo las posibilidades de desarrollo social y económico 
y limitando de una manera estructural la actuación política ciudadana37 . 

Parece ser, en consecuencia, que el concepto de democracia liberal y 
representativa se ha quedado estrecho38 . Actualmente se ve desafiado por 
un creciente proceso de globalización, por demandas intrasistémicas de­
rivadas de la relación entre Estado y economía y por una multiplicación 
y diversificación de la noción de derechos fundamentales. Todos hemos 
sido testigos de que tras el espejismo de la globalización se esconden 
nuevas tensiones nacionales, ideológicas y étnicas , situaciones de hambre 
y carencia, vivencias personales deterioradas , depredación medioambien­
tal , etc . Enfrentados a este pelig roso caldo de cultivo, no sorprende que 
tanto los organismos internacionales como diversos analistas insistan en 
que la tabla de salvación ante la virulencia de estos fenómenos es nece­
sariamente política. En otras palabras , como los efectos perniciosos de la 
g lobalización se nutren de las profundas desigualdades de poder, su so­
lución no puede ser otra que una cuestión de democracia39 . 

Últimamente, la conciencia de estos desajustes ha propiciado una 
redefinición de los parámetros utilizados en doctrina para calificar los 
regímenes de democráticos en orden a asociar con mayor vitalidad la 
democracia a la presencia de una dinámica igualitaria. Las organizaciones 

37 

38 

39 

23 0 

derive -como alg unos teóricos sugieren- e un neomedievali smo. Es te sistem a crearía, a su 
turno, múltiples niveles de ci udadanía en relac ión con la pertenenc ia de l ind ividuo a 
diversas com un idades pol íticas. Vid. H ELD, D .: La democracia en el orden global. Del Estado 
moderno al gobierno cosmopolita, Trad ucción cas tellana de Sebas ti án Mazzuca, Editoria l Pai­
dós, Barcelona, 1997, y H ELD, D . "D emocrac ia y el nuevo orden internacional", en D EL 
ÁGUILA, R .; VALLESTÍN, F. y otros: La democracia en sus textos, cic. pp. 50 3-520 . 
Cfr. H ELD, D . "Democracia y el n uevo orden internacional" , cit. p . 50 5 . 
D avid H eld señala que: "Una democracia merecerá su título solo si los ciudadanos cuentan con 
el poder real de participar activamente en Sil asociación; en otras palabras, si los ciudadanos están 
en condiciones de disfrutar de la batería de libertades que les permite explotar la participación 
democrática y considerarla un derecho. Esta batería de posibilidades no debería ser considerada, 
como muchos pensadores liberales lo hicieron, una mera extensión de las demandas privadas de 
derechos y privilegios sobre y contra el Estado; tampoco debería ser interpretada, como muchos 
teóricos del Estado de Bienestar lo hicieron, como un simple conjunto de medidas redistributivas 
destinadas a aliviar las desigualdades de oportunidad. En cambio, debería entenderse que está 
implicada en, y es integral, a la noción misma de gobierno democrático. Quien elija la democracia 
elige operacionalizar un sistema estmctural de derechos y obligaciones habilitantes, pues dicho 
sistema constituye los espacios interrelacionados en que se puede mmplir -y hacer efectivo- el 
principio de autonomía", H ELD, D .: La democracia en el orden global. Del Estado moderno al 
gobierno cosmopolita, cit. , pp . 23 1 y 232. 
Vid . TEZANOS, J. F. : La democracia incompleta. El futuro de la democracia pos liberal. Editori al 
Biblioteca Nueva , Madrid , 200 2, p . 207. 
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internacionales -aun siendo cautas en la caracterizacwn detallada del 
modelo de democracia a seguir- se han hecho eco de este avance, cons­
cientes de que si en las democracias actuales no se mantiene una actitud 
exigente sobre el buen funcionamiento de los procedimientos de repre­
sentación, las asimetrías agudas de poder político y económico, y las 
exclusiones, todo ello puede erosionar fuertemente la legitimidad de es­
tos regímenes. 

No debiera sorprender, entonces, que el ideal democratizador que se ha 
ido desarrollando en el contexto internacional, particularmente en el ámbito 
de las agencias ligadas al desarrollo y a la cooperación, concuerde con la idea 
de socialización del poder y sea contrario, por tanto, a las desigualdades 
severas de posiciones que son favorecidas por la concentración económica y 
por el mantenimiento de esquemas organizativos impuestos por los sectores 
dominantes de la sociedad tanto a nivel nacional como internacional40

. A tal 
ideal se enlazan vistosamente los conceptos de ciudadanía como empowerment 
(empoderamiento), gobernabilidad y desarrollo humano. 

40 Como muestra de esta tendencia puede destacarse la resolución de la Comisión de Dere­
chos Humanos de Naciones Unidas, N° 2000/62, que afirma que todas las personas tienen 
derecho a un orden internacional democrático y equitativo que se integra, entre otros, de 
los siguientes derechos: a) el derecho de todos los pueblos a la libre determinación, en 
virtud del cual pueden determinar libremente su condic ión política y perseguir libremen­
te su desarrollo económico, social y cultural; b) el derecho de los pueblos y las naciones 
a la soberanía permanente sobre sus riquezas y recursos naturales; e) el derecho de todo 
ser humano y de todos los pueblos al desarrollo; d) el derecho de los pueblos a la paz; e) 
el derecho a un orden económico internacional basado en la participación en el proceso 
de adopción de decisiones en condiciones de igualdad, la interdependencia, el interés 
común, la solidaridad y la cooperación de todos los Estados; f) el derecho a la solidaridad, 
en virtud del cual todos los pueblos y naciones pueden aspirar a la ayudad internacional 
en sus esfuerzos por ejercer el derecho al desarrollo, en particular por erradicar la pobreza, 
el analfabetismo y el hambre, así como al hacer frente a las consecuencias de las situacio­
nes de carencia, tales como los desastres naturales; g) el derecho de toda persona a unas 
instiruciones internacionales transparentes , democráticas, justas y responsables en todas 
las esferas de cooperación, en particular por medio de la aplicación de los principios de 
la participación plena y en condiciones de igualdad de sus respectivos mecanismos de 
adopción de decisiones ; h) el derecho de acceso en condiciones de igualdad a la adminis­
tración pública internacional de las personas en todas las regiones y países, con la garan tía 
de una representación equilibrada de las regiones y los sexos; i) el derecho a un orden 
internacional de la comunicación y la información libre , justo , eficaz y equilibrado; j) el 
derecho de toda persona a la cooperación cultural para promover y proteger la variedad 
y diversidad de las culturas en todo el mundo; k) el derecho a un medio ambiente sano 
para todas las personas; 1) el derecho de roda persona a un acceso equitativo a los bene­
ficios de la distribución internacional de la riqueza mediante una mejor cooperación 
internacional, en particular en las relaciones económicas, comerciales y financieras inter­
nacionales; y m) el derecho de toda persona a la propiedad del patrimonio com ún de la 
humanidad . Vid. Comisión de Derechos Humanos Naciones Unidas: Promoción del derecho 
a un orden internacional democrático y equitativo, reJolución 2000162, de 26 de abr il de 2000, 
documento en línea, formato de archivo html, disponible en la URL: http: // 
www.unhchr.ch / hurido cda / hurido ca.nsf / (Symbol) / 
E.CN.4.RES.2000.62.Sp'0pendocument, fecha de revisión: 29/4/06. 
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1) La ciudadanía como empowerment 

En relación con este tema, puede decirse que existe consenso en la 
comunidad internacional sobre la necesidad de reforzar la capacidad de­
cisoria de las personas ampliando su acceso a los ámbitos en que tradi­
cionalmente se adopta las decisiones políticas. El acceso equilibrado al 
poder se ha transformado en un requisito de la democracia, de suerte que 
el rol de ciudadano excede al del sujeto dotado de derechos que se ejercen 
periférica y periódicamente y se identifica más bien con la idea de un 
sujeto político constructor del proyecto democrático. El concepto de ciu­
dadanía que se recoge en los documentos internacionales como conse­
cuencia del trinomio democracia - desarrollo - gobernabilidad, ha supe­
rado, entonces, el enfoque clásico enraizado en la tradición liberal 
individualista. La razón es clara, tal enfoque adolece de graves limitacio­
nes respecto de los grupos de la población en situación de pobreza, ig­
norancia, marginación o exclusión social. De ahí que actualmente pueda 
apreciarse una recepción potente del concepto de ciudadanía como em­
powerment41 que se aplica primordialmente a los colectivos antes aludidos. 
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El concepto de empowerment tiene raíces teóricas y una historia intelectual que lo diferen­
cian el concepto de representación. La cientista política KATHY FERGUSON fue una de las 
primeras feministas que desarrolló el concepto de empowerment. Inspirándose en la teoría 
de Michael Foucault , ella transformó el concepto de "poder" de Max Weber en el "em­
powerment". Para esta autora el poder debi era ser entendido más que como la capacidad de 
lograr que las personas hagan aquello que no harían en otras circunstancias como el 
fortalecimiento de la capacidad de ac tuar con otros de manera de hacer colectivamente 
aq uello que resulta imposible de manera individual. FRIEDMAN, por su parte, subraya que 
para que la gente se haga cargo de su propio destino, se requiere algo más que la parti­
cipación política entendida en su acepción tradicional. Este ingrediente adicional al que 
se refiere FRIEDMAN es el que se sintetiza en la expresión "empoderamiento", que lite­
ralmente significa hacer surgir poder en un grupo. El poder, así entendido, viene a ser la 
capacidad para tener un mayor control de las decisiones que afectan la vida de la comu­
nidad o del grupo de pertenencia. Concordante con esta noción , la pobreza en gran 
med ida es "desempoderamiento" y no solo una cuestión de mínimos de ingreso o de 
consumo como se ha concebido frecuentemente. Obviamente, desde este prisma, economía 
y política no son compartimentos estancos, sino caras de un mismo fenómeno. En con­
secuencia, el desarrollo económico no es algo ajeno a las condiciones políticas. En reali­
dad, dentro del objetivo de la erradicación de la pobreza y de la exclusión social los 
asuntos políticos o de poder resultan determinantes y medulares . Vid. FRIEDMAN, J.: 
Empowerment: The Politics of Alternative D evelopment, Blackwell, Cambridge, Mass. , 1992. 
IRIS YOUNG representa un intento diferente y reciente de desarrollar el concepto de 
empoderamiento en relación con una teoría de justicia. El objetivo de su obra "La justicia 

y la política de la diferencia" es combinar una teoría sobre la opresión de las mujeres y 
demás colectivos en desventaja con una teoría política-normativa sobre justicia. El libro 
analiza las condiciones institucionales necesarias para desarrollar capacidades individuales 
para la autodeterminación así como capacidades colectivas en relación con grupos sociales 
marg inales , para influir en la sociedad . YOUNG, l. M.: La justicia y la política de la 
diferencia, Traducción de Silvina Álvarez , Ediciones Cátedra, Universitat de Valencia, 
lnstiru to de la mujer, Madrid , 2000. 
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Esta propuesta envuelve el reqUisito de la partiCtpacwn política pero 
rebasa su formulación clásica al conceder vital importancia a elementos 
tales como la educación, la organización y desarrollo político de la pobla­
ción orientados principalmente a los pobres, analfabetos, marginados y, 
en general, a los grupos en situación de desventaja. Parte de la idea de 
que el cambio social, y concretamente el de los grupos excluidos, no 
puede ser planeado, dirigido y ejecutado "desde arriba" de manera racio­
nal y desvalorizada. Algunos de los correlatos prácticos de la inclusión de 
este concepto es la emergencia en el ámbito internacional de la noción de 
democracia paritaria42 , la adopción de la teoría de las capacidades43, la 
promoción bajo el rótulo de "buenas prácticas" de la consideración de los 
destinatarios de políticas públicas como agentes activos en vez de meros 
receptores de las ayudas, etc. 

2) Gobernabilidad d emocrática 

El concepto de gobernabilidad, por su parte, fue acuñado y promo­
vido especialmente por las agencias financieras como el Fondo Monetario 
Internacional, el Banco Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo 
y se utilizó originalmente para aludir a las reformas políticas necesarias 
para crear un marco adecuado que permitiera la inserción de las regiones 
del Tercer Mundo en la economía globalizada y en las reglas de juego de 
los mercados actuales . Sin embargo, a poco andar, ha quedado en eviden­
cia que aunque las políticas de reforma estructural, inspiradas en el 
Consenso de Washington44 , logran recuperar los equilibrios macroeconó-

42 

43 

44 

Sobre este tema véase, Z UÑ IGA, Y.: "Democracia Paritaria: De la teoría a la práctica", 
Revista de Derecho Universidad Amtral de Chile, año 2005, Vol. XVIII N ° 2, pp. 13 1-154. 
La Teoría de las capacidades ha sido desarrollado por el premio Nobel de Economía Amartya 
Sen, quien ha influido notoriamente en el trabajo del PNUD como puede apreciarse de la 
lectura de los Informes sobre Desarrollo Humano que periódicamente elabora dicho órgano . 
A principios de 1990, tras la caída del muro de Berlín , surgió en ciertos círculos económicos 
la idea de formular un listado de medidas de política económica que constituya un "paradig­
ma" único para la triunfadora economía capitalista. Este listado serviría especialmente para 
orientar a los gobiernos de países en desarrollo y a los organismos internacionales (Fondo 
Monetario Internacional y Banco Mundial) a la hora de valorar los avances en materia de 
ortodoxia económica de los primeros, que pedían ayuda a los segundos. Esta idea dio origen 
al llamando "Consenso de Washington" del que forman parte el Fondo Monetario Internacio­
nal, el Banco Mundial, el Congreso de Estados Unidos, la Reserva Federal de Estados Unidos, 
altos cargos de la administración estadounidense y los g rupos de expertos. Los diez g randes 
temas de política económica en los que habría acuerdo entre estos órganos son los siguientes: 
a) disciplina presupuestaria, b) cambios en las prioridades del gasto público (de áreas menos 
productivas a sanidad, educación e infraestructuras), e) reforma fiscal encaminada a buscar 
bases imponibles amplias y tipos marg inales moderados, d) liberalización financiera, especial­
mente en los tipos de interés , e) busca y mantenimiento de tipos de cambio competitivos; f) 
liberalización comercial, g) apertura a la entrada de inversiones extranjeras directas , h) priva­
tizaciones , i) desregulaciones, e i) garantía de los derechos de propiedad. 
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micos, aumentar la apertura y competitividad internacional de la econo­
mía, propiciar un moderado crecimiento con reestructuración productiva 
y una recuperación de la confianza en el mecanismo de mercado, contri­
buyen de paso a aumentar la vulnerabilidad de muchos ciudadanos, en 
especial, de los miembros de los colectivos en desventaja. Es por ello que 
el concepto de gobernabilidad no puede omitir el hecho de que la calidad 
de las relaciones entre gobierno y sociedad está intermediada por los 
influjos del proceso de mundialización de los modelos económicos neo­
liberales que son coadyuvados por las estructuras estatales, con la consi­
guiente merma en la actividad ciudadana y con costes importantes de 
pérdida de igualdad y bienestar social. 

Por tanto, la idea de gobernabilidad ha debido ser necesariamente 
reconceptualizada a la luz del modelo de desarrollo humano bosquejado 
fundamentalmente a través de los Informes de Desarrollo Humano del 
PNUD, las Conferencias del decenio de los 90 y el Programa de Acción 
de la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social celebrada en 1995. Este 
nuevo paradigma de gobernabilidad refleja, entonces, el reconocimiento 
de la importancia crucial de los procesos de participación, democrati­
zación y buena gestión de los asuntos públicos para el logro del desa­
rrollo humano en la legitimación del poder45 . Ensamblado sobre todas 
estas aristas, el concepto de gobernabilidad puede definirse como la 
capacidad de los gobiernos para conducir los procesos y a los actores 
sociales hacia el desarrollo socioeconómico, la integración social y la 
consolidación de las instituciones democráticas, ajustándose a los pro­
cedimientos democráticos y resolviendo de acuerdo con ellos los con­
flictos que surjan en torno a esas metas. Se trata, entonces, de una 
construcción sistémica y simultánea de democracia, mercado y equidad. 

En este sentido, el PNUD considera que una gobernabilidad eficaz 
entraña la mejora de la capacidad institucional del país para una racional 
formulación y aplicación de políticas, la provisión de servicios públicos 
eficaces y eficientes y la gestión transparente y con obligación de rendir 
cuentas por parte del Estado, la economía y la sociedad. Esto incluye el 
imperio de la ley y los derechos humanos, el mantenimiento de la paz, 
la seguridad y la estabilidad políticas y el establecimiento de marcos 
jurídicos y políticos dentro de los cuales las personas puedan tratar de 

45 
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Como sugiere Habermas, la yuxtaposición de dos tipos de legalidades, la que ordena el 
juego económico (mayor desregulación y menor incertidumbre) y la que establece los 
imperativos de la gobernabilidad (hacer confluir los intereses particulares hacia un interés 
colectivo que, al ser definido por quien gobierna, confiere ascendencia y control político 
a los gobernados) genera un peligroso caldo de cultivo para las tensiones sociales . Vid. 
HABERMAS , J.: Problemas de legitimación en el capitalismo tardío. Traducción de José Luis 
Etcheverry, Ediciones Cátedra, Madrid , 1999. 
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alcanzar sus aspiraciones y disponer de condiciones óptimas de libertad 
y responsabilidad, para el bienestar de todos46 . 

Además, la gobernabilidad democrática puede desencadenar un ciclo 
positivo de desarrollo porque la libertad política posibilita que los ciu­
dadanos exijan la implementación de medidas que amplíen las oportuni­
dades sociales y económicas y porque un debate franco permite forjar 
consensos en el seno de las comunidades en torno a las prioridades socia­
les47. Las instituciones democráticas favorecen de esta manera la estabi­
lidad política porque vehiculan de mejor manera los movimientos de 
oposición y permiten una adecuada traslación del poder. 

3) Democracia y desarrollo 

Paralelamente -y en la vertiente inversa- el PNUD viene argumen­
tando que el desarrollo permite consolidar las bases del sistema democrá-

46 

47 

El Informe sobre desarrollo humano de 2002 aborda específicamente la ligazón entre 
desarrollo y gobernabilidad democrática. En este se afirma que la gobernabilidad demo­
crática que es valiosa en sí misma, también sirve para promover el desarrollo humano por 
tres motivos : En primer lugar, porque el disfrute de la libertad política y la posibilidad 
de participar en las decisiones políticas, constituyen derechos fundamentales que, en 
cuanto cales, forman paree del desarrollo humano . Siendo la democracia el sisrema polí­
tico más apropiado para garantizar esos derechos, ella constituye un valor en sí misma. 
En idéntico sentido, la resolución 55 / 108 de la Asamblea General de Naciones Unidas, 
en su letra f) señala que:" la democracia, el respeto de todos los derechos humanos y las 
libertades fundamentales, incluido el derecho al desarrollo , el gobierno y la administra­
ción trasparentes y responsables en codos los secrores de la sociedad y la participación 
efectiva de la sociedad civil, son parte esencial de los fundamentos necesarios para la 
realización del desarrollo sostenible centrado en el progreso social y en el ser humano". 
Vid . Asamblea General de Naciones Unidas : El derecho al desarrollo, resolución 55 / 108, 
de 13 de marzo de 2001, documento electrónico en línea, formato de archivo: hrrnl., 
disponible en: http: / / www. unhchr.ch/H uridocda/ Huridoca. nsf/TestFrarne/ f259218 
a4dd725accl256a18005362c7 ?Opendocurnent, fecha de consulta: 13/4 /2003. 
Esta afirmación ha sido avalada por los estudios de AMARTYA SEN quien ha demostrado 
cómo las elecciones y la libertad de los medios informativos en una democracia brindan 
mayores incentivos, por ejemplo, para que los políticos prevengan las hambrunas. Según 
SEN, el hambre es inevitable si el gobierno tiene incentivo necesario para actuar a tiem­
po. Es significativo que ningún país democrático con una prensa relarivarnenre libre haya 
padecido jamás hambruna (si bien es cierto que unos se las han arreglado mejor que otros 
para sortear las dificultades). Y esta generalización vale tanro para las democracias pobres 
corno para las ricas. U na hambruna puede azotar a millones de personas, pero rara vez 
alcanza a los dirigentes. Si estos han de procurar que se les reelija y la prensa es libre para 
informar sobre la plaga de hambre y para criticar las medidas políticas, existe ahí un 
incentivo para que los gobernantes emprendan acciones preventivas. En la India, por 
ejemplo, la hambruna cesó con la independencia. Un sistema democrático pluripartidista 
y una prensa relativamente libre hicieron obligatoria la actuación del gobierno. Por orro 
lado, es importante tener en cuenta que los conflictos y las guerras conducen al hambre 
no solo porque económicamente son ruinosos, sino también porque propician la dictadura 
y la censura. Vid. SEN, A.: La vida y la muerte como indicadores. Documento en línea, 
formato word, disponible en http:!/herzog.econornia.unarn.rnx/lecturas/LEC108-1.DOC, 
fecha de consulta 8/4 /03, p . 3 
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tico. Por consiguiente, el desarrollo humano, no es solo un problema 
social, económico o tecnológico, sino que es un problema institucional y 
político48 . En esta misma línea, Inglehart afirma que el desarrollo está 
relacionado con la democracia porque tiende a generar cambios sociales 
y culturales que contribuyen al surgimiento y florecimiento de la demo­
cracia49. Sin embargo, el mismo autor advierte que la democracia no 
conduce per se al desarrollo. Es decir, la dirección causal parece ir más 
desde los factores económicos hacia las instituciones que a la inversa; lo 
que no significa afirmar que las instituciones no tengan alguna influencia 
en la política y en la economía5°. 

El que la gobernabilidad democrática sea un aspecto crucial para el 
desarrollo humano no solo significa que hay que preocuparse de que las 
instituciones y de que las normas sean transparentes, sino también de que 
dichas instituciones y normas sean justas y de que todos tengan partici­
pación en la determinación de la manera en que estas funcionan. Por lo 
mismo, cuando se alude a la democracia en los diferentes informes sobre 
desarrollo humano del PNUD la referencia no es a un sistema político 
cualquiera, sino a un sistema que está indisolublemente ligado a los 
derechos humanos y que debe garantizar, entre otras capacidades, la par­
ticipación política de las personas 51 . El nuevo paradigma de desarrollo 

48 

49 

50 

51 
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Un vistazo a la hisroria política corrobora esta afirmación. La experiencia nos proporciona 
profusas demostraciones de la facilidad con que dirigentes autoritarios o demagógicos 
ocupan el poder cuando los gobiernos elegidos democráticamente no atienden a las de­
mandas de las poblaciones pobres. La insatisfacción acumulada conduce a extremos de 
duda y apatía y agudiza las crisis de legitimidad de las instituciones estatales. Testimonio 
de ello es la trayectoria política latinoamericana, frecuentemente salpicada por interrup­
ciones dictaroriales que eclosionan y se fortalecen al alero de la falta de confianza de la 
gente en las instiruciones . Es sobradamente conocido que el devenir político en Latino­
américa se ha caracterizado por una pasiva resignación ciudadana ante la limitación de 
libertades y la violación de derechos humanos, fundada a menudo en la esperanza de 
materialización de una manida promesa de estabilidad económica 
INGLEHART, R.: Modernizaci6n y posmodernizaci6n. El cambio mltttral, econ6mico y político en 
43 sociedades. CIS-Siglo XXI Edirores, Madrid, 1998, p . 239. 
La tesis del determinismo institucional, esro es, la que postula que son las instituciones 
las que condicionan la configuración de la cultura política, no parece una explicación 
plausible a la luz de las frecuentes interrupciones democráticas acaecidas por ejemplo en 
países latinoamericanos que suelen con tar con constiruciones formalmente democráticas. 
Por otro lado, si se atiende a los resultados de la Encuesta Mundial de Valores de 1990 
que cubre el espectro de 43 sociedades, se observa que los siguientes porcentajes de los 
encuestados calificaron de muy importantes las siguientes áreas de su vida: 1) la familia: 
83; el trabajo: 59% ; los amigos: 38%, el ocio : 33%, la religión: 28% y la política con 
solo un 13 % . 
Para el PNUD, la relación entre participación política, gobernabilidad democrática y 
desarrollo es inescindible y se explica en atención a tres órdenes de razones. A saber: a) 
La participación en las normas e instituciones que configuran la comunidad es un derecho 
humano básico y forma parte del desarrollo humano; b) Una gobernabilidad más parti­
cipativa puede resultar más efectiva. Así por ejemplo cuando se consulta a los ciudadanos 
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humano no se satisface con una democracia excluyente, sino que precisa, 
por imperativo sistémico, una democracia incluyente basada en el prin­
cipio de que el poder político se distribuye y comparte de diversas for­
mas, para proteger a las minorías y para garantizar la participación y la 
libre expresión de todos los ciudadanos; que hace hincapié en la calidad 
de la representación tratando de lograr el consenso y la inclusión, por 
mecanismos alternativos a la fuerza electoral bruta de la mayoría. Una 
democracia incluyente valora también la necesidad de promover las orga­
nizaciones de la sociedad civil, los medios de difusión abiertos, la política 
económica orientada hacia los derechos y la separación de poderes52 . 

Por tanto, la gobernabilidad democrática que debe velar por el cum­
plimiento de la prohibición de discriminación por motivos de raza, ori­
gen étnico, clase, género o cualquier otro atributo, también debe garan­
tizar sustancialmente la igualdad de los colectivos en desventaja. Para el 
PNUD, resulta ingenuo creer que los cimientos de las instituciones de­
mocráticas descansan única y exclusivamente en la proclamación de una 
igualdad formal. El hecho de conceder una igualdad política oficial no 
basta para crear, en la misma medida, la voluntad o capacidad de parti­
cipar en los procesos políticos, ni una capacidad igual en todos de influir 
en los resultados 53. La promoción de políticas democráticas requiere 
mucho más en opinión del PNUD, implica ampliar las capacidades en 
materias tales como la educación, hacer posible que las personas desem­
peñen un rol más activo en tales políticas y fomentar el desarrollo de los 
distintos grupos de la sociedad y de los canales y vías extraoficiales a fin 
de que las instituciones democráticas puedan representar mejor a los 
ciudadanos54 . Ya el Informe sobre Desarrollo Humano de1990 destacaba 
como tercer pilar de la estrategia para el desarrollo humano del siglo 
XXI: promover la participación mediante la gestión democrática de los 
asuntos públicos. 

locales acerca de la ubicación de una nueva clínica de salud, es más probable que esta se 
emplace en el lugar más adecuado; y e) Una gobernabilidad más parricipariva también 
puede res ultar más equitativa. En efecto, aunque se sabe mucho de las políticas econó mi­
cas y sociales que ayudan a erradicar la pobreza y fomentar un crecimiento más compar­
tido , pocos países aplican con firmeza tales políticas, a menudo porque los posibles be­
neficiarios carecen de poder político y sus intereses no están plenamente representados en 
las decisiones políticas. PNUD: Informe sobre Desarrollo Humano, 2002, p . 51. 

52 Cfr. PNUD, Informe sobre Desarrollo Humano 2000 , documento en línea, formato pdf., 
disponible en http: //cdonu.un.org .ec/original / idhs .htm, fecha de consulta 9 de abril de 
2003, p. 71. 

53 Ídem, p. 4. 
54 Una de las iniciativas más promisorias en esta materia y a la que se alude puntualmente 

en el Informe sobre Desarrollo Humano de 2002, es la que se relaciona con la elaboración 
de presupuestos con participación ciudadana que tienen en cuenta la necesidad de equi­
parar a hombres y a mujeres . Tales iniciativas estudian las consecuencias de los presupues­
tos nacionales y locales en dicha equiparación y se han llevado a cabo en más de 40 países. 
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Vista desde otro ángulo, la trascendencia de la participación política 
deriva de que el desarrollo humano involucra una decisión sobre aquellas 
capacidades que se consideran más importantes para el ser humano y es 
la política pública la que se encarga de establecer las prioridades en el 
terreno de la inversión de recursos . Aún más, la participación de las 
personas en la configuración de las normas e instituciones que las gobier­
nan es , al mismo tiempo, una cuestión de dignidad humana. Como ilus­
trativamente destaca el PNUD: "Un hombre pobre que no puede pagar 
la escolarización de sus hijos y que tiene que hacerlos trabajar en el 
campo, es una deficiencia desde el punto de vista del desarrollo humano. 
También lo es una mujer pudiente y con estudios que no puede votar en 
las elecciones por el mero hecho de ser mujer" 55. 

111. HERRAMIENTAS DE PROMOCIÓN Y GARANTÍA DE LA DEMOCRACIA. 

LAS CLÁUSULAS DEMOCRÁTICAS 

El reforzamiento de la democracia en el sistema internacional tiene 
uno de sus mayores reflejos en la creación y desarrollo de las llamadas 
cláusulas democráticas . Estas -presentes tanto en los tratados regionales 
americanos como en sus homólogos de otras latitudes- tienen como co­
mún denominador la expresión de un consenso mínimo sobre el conteni­
do de la democracia, una especie de núcleo duro en que se aglutinan 
principios configuradores que se acompañan con mecanismos de respues­
ta colectiva ante conductas que son calificadas de actos ilegítimos en 
tanto constituyen ataques o amenazas a tales principios. Tales respuestas 
son variadas consultando un amplio elenco de medidas, entre otras, la 
suspensión de la calidad de miembro o parte de la organización o tratado 
de que se trate, la pérdida de beneficios económicos, retiradas de emba­
jadores, envío de emisarios especiales , embargo de armamento, congela­
ción de activos, etc. 

Con todo , con cierta frecuencia la tensión entre la robustez de la 
soberanía y este tímido principio de legitimismo democrático que se 
asienta de la mano del protagonismo de la protección de los derechos 
humanos, se inclina a favor de la primera mediante el expediente de la 
formalización de estas cláusulas a través del llamado soft law56 . Pese a que 

55 

56 
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PNUD. Informe sobre Desarrollo Humano, 2002 , documento en línea, formato pdf, disponible 
en http ://cdonu .un .org .ec/original/idhs. htm, fecha de consulta 9 de abril de 2003, p . 13. 
Mues tra de es ta tensión es el art. 2 , literal b) de la Carta de la O EA que señala: "La 
O rganizac ión de los Estados Americanos, para realizar los principios en que se fund a y 
cump lir sus obligaciones reg ionales de acuerdo con la Carta de las Naciones Unid as, 
es tablece los sig uienres prop ósitos esenciales : [ ... ] b) Promover y consolidar la democrac ia 
representativa denrro del respeto al principio de no intervención ; [ .. . ] . 
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las cláusulas democráticas portan esta especie de estigma de nacimiento, 
en el último tiempo han tenido un importante desarrollo de la mano de 
una creciente preocupación por la potenciación de su eficacia. Así se han 
empezado a perfilar los mecanismos de alerta temprana para evitar la 
ocurrencia de crisis democráticas que se enmarcan en una tendencia que 
pone acento en las medidas preventivas por sobre las medidas remediales 
y cuya utilidad disuasiva deberá juzgarse a la luz de los eventos futuros. 

En el ámbito americano el desarrollo de los mecanismos de promo­
ción y defensa de la democracia tiene uno de sus antecedentes más im­
portantes en la resolución 1080, de 1991, de la Asamblea General de la 
OEA (conocida también como la Declaración de Santiago). Dicha resolu­
ción establecía que "en caso de cualquier evento que conlleve la suspen­
sión o ruptura imprevista del proceso de democracia política institucio­
nal o del ejercicio legítimo del poder por parte · de un gobierno 
democráticamente electo" el Secretario General de la OEA deberá convo­
car una reunión del Consejo Permanente. El Consejo podía, en el marco 
de la Carta de la OEA, examinar la situación y decidir convocar a una 
reunión ad hoc de los ministros de Asuntos Exteriores o a una sesión 
especial de la Asamblea General, dentro del plazo de 10 días. De ocurrir 
esto, la asamblea minis terial estaba facultada para adoptar "cualesquiera 
decisiones que se consideren oportunas conforme a la Carta y al Derecho 
Internacional". 

Al año siguiente de su adopción este mecanismo se vio fortalecido 
por la reforma introducida a la Carta de la OEA por el protocolo de 
Washington que condiciona el ejercicio de los derechos asociados al es­
tatus de Miembro de la Organización, a la observancia del régimen de­
mocrático conforme lo dispone la actual redacción del art. 9 de la Carta 
de la Organización57 . Con todo, los mecanismos hasta aquí revisados han 
exhibido una eficacia desigual en relación con las diferentes formas que 
revisten los atentados a la democracia. Un éxito relativo en el caso de los 
golpes de Estado y escaso o nulo impacto disuasivo y represivo en rela­
ción con la erosión progresiva de las bases del régimen democrático (por 
ej. en el caso peruano durante el mandato de Fujimori y en el caso 
venezolano respecto del gobierno de Hugo Chávez). 

En respuesta a lo anterior, en la Tercera Cumbre de las Américas, 
celebrada en Quebec el año 2001, se acordó ampliar el mecanismo de 
suspensión previsto en el art. 9 de la Carta de la OEA a sus propias 
reuniones y cumbres con lo que la red de protección a la democracia 

57 Artículo 9 Carta de la OEA: "Un miembro de la Organización cuyo gobierno democrá­
ticamente constituido sea derrocado por la fuerza podrá ser suspendido del ejercicio del 
derecho de participación en las sesiones de la Asamblea General, de la Reunión de Con­
sulta, de los Consejos de la Organización y de las Conferencias Especializadas, así como 
de las comisiones, grupos de trabajo y demás cuerpos que se hayan creado [ ... ]. 
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hemisférica se vio nuevamente robustecida presagiando con ello la adop­
ción de un compromiso todavía más rotundo y expansivo que habría de 
plasmarse en la Carta Democrática. De hecho, este texto compromete a 
los Estados en el marco de los derechos y obligaciones inherentes a su 
calidad de miembros de la Organización, así como -extensivamente­
respecto de sus relaciones bilaterales58 . 

La sección IV de la Carta Democrática establece los mecanismos de 
acción hemisférica en caso de amenaza al mantenimiento de la democra­
cia o una interrupción del ejercicio efectivo de la democracia representa­
tiva. Huelga tener presente que los mecanismos previstos en este docu­
mento, así como en la Carta constitutiva de la OEA y en la resolución 
1080 y que habilitan a la intervención o participación de la Organización 
en el caso de "alteración del orden constitucional", "ruptura del orden 
democrático 59 o de "una interrupción abrupta o irregular" 60 , requieren, 
en general, de petición o consentimiento del Estado Miembro afectado. 
Así por ejemplo, un Estado Miembro puede solicitar la asistencia del 
Secretario General o del Consejo Permanente cuando considere que su 
proceso institucional de democracia política o su ejercicio legítimo del 
poder está en peligro (Art. 17 Carta Democrática), o cuando se produzcan 
situaciones en un Estado Miembro que puedan afectar al desarrollo del 
proceso institucional de democracia política o al ejercicio legítimo del 
poder, el Secretario General o el Consejo Permanente, con el consenti­
miento previo del gobierno en cuestión, podrá establecer una serie de 
visitas u otras acciones con el fin de analizar la situación (Art. 18 Carta 
Democrática). Si estas u otras medidas acordadas por el Consejo Perma­
nente y/o la Asamblea General fallan, no hay otra posibilidad que impo­
ner la sanción de suspensión prevista en el art. 9 de la Carta de la OEA 
de conformidad con lo que dispone el art. 20 de la Carta Democráticé1. 

58 

59 

60 

61 
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Aunque la consecuencia lógica de este principio es que la ruptura de la democracia en un 
Estado exigiría que todos los demás Estados de la OEA suspendiesen su cooperación 
bilateral con el gobierno ilegítimo, no existe ninguna regla de alcance regional que 
establezca cómo deben los gobiernos encauzar exactamente sus relaciones bilaterales con 
un régimen ilegal , por lo que su aplicación no puede tener sino un carácter ad hoc y 
unilateral. 
Según previene la Carta Democrática 
De acuerdo a la terminología usada en la resolución 1080. 
Esta disposición se completa con el 21, que señala que "Cuando la Asamblea General, 
convocada a un período extraordinario de sesiones, constate que se ha producido la rup­
tura del orden democrático en un Estado Miembro y que las gestiones diplomáticas han 
sido infructuosas, conforme a la Carra de la OEA tomará la decisión de suspender a dicho 
Estado Miembro del ejercicio de su derecho de participación en la OEA con el voto 
afirmativo de los dos tercios de los Estados Miembros. La suspensión entrará en vigor de 
inmediato. El Estado Miembro que hubiera sido objeto de suspensión deberá continuar 
observando el cumplimiento de sus obligaciones como miembro de la Organización, en 
particular en materia de derechos humanos. Adoptada la decisión de suspender a un 
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He aquí, entonces, una nueva muestra del precario equilibrio entre 
el principio de no intervención en asuntos internos y la aplicación efec­
tiva de la cláusula democrática en la región. Por tanto, gran parte del 
desafío consistente en la maximización de eficacia de la cláusula en el 
marco del respeto al principio de no intervención, va a depender del 
adecuado cumplimiento del mandato que ha sido encomendado al Secre­
tario General de la Organización en la recientemente aprobada Declara­
ción de Floridé2 . En efecto, el art. 2 de la mencionada Declaración le 
encomienda a este la presentación, a la brevedad, de un Informe que 
evalúe la eficacia de la Carta Democrática desde su entrada en vigencia, 
mientras que el art. 3 le encarga que, "luego de consultas con el Consejo 
Permanente, y teniendo en cuenta los propósitos y principios de la Carta 
de la OEA, en especial el de promover y consolidar la democracia repre­
sentativa, elabore propuestas de iniciativas de cooperación oportunas, 
eficaces, y equilibradas y graduales, según corresponda, para abordar si­
tuaciones que pudieran afectar el desarrollo del proceso político institu­
cional democrático o el legítimo ejercicio del poder, de conformidad con 
lo establecido en el capítulo IV de la Carta Democrática lnteramericana, 
dentro del principio de no intervención y el derecho a la autodetermina­
ción, y las presente al Consejo Permanente". 

Respecto de este cometido, cabe tener presente que -como lo ha 
expresado el Comité Jurídico Interamericano- ninguna disposición de 
la sección IV de la Carta Democrática puede interpretarse como un 
impedimento a la posibilidad de que los órganos de la OEA realicen 
gestiones diplomáticas encaminadas a promover, preservar, fortalecer 
o restablecer la democracia y que tampoco restringen ninguna facul­
tad actualmente reconocida por la Carta de la Organización u otros 
instrumentos jurídicos en esta materia63. En idéntico sentido, convie­
ne recordar, asimismo, que la Organización ya dispone de algunos 
instrumentos para "observar" la democracia en el continente america­
no. A saber, misiones de mediación y de apoyo postconflicto (Haití, 
Nicaragua, Guatemala, Perú, Venezuela), misiones de observación 
electoral, grupos de amigos de apoyo al Secretario General (Colombia, 
Guatemala, Venezuela), y la Unidad para la Promoción de la Demo­
cracia (UPD). 

62 

63 

gobierno , la Organización mantendrá sus ges tiones diplomáticas para el restableci mi ento 
de la democracia en el Estado Miembro afec tado". Con es ta norma, la Carta ha refrendado 
una doctrina defendida por la Comisión Inrerameri cana en relación con el caso cubano, 
es to es, que las obligaciones en materia de derechos humanos no se suspenden en caso de 
suspensión del Estado de su participación en la OEA por quebranramienco. 
Aprobada en el 35° período de sesiones de la Asamblea General de la OEA celebrado en 
Fort Lauderdale (Florida), entre los días 5 y 7 de junio de 2005 
Cfr. ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS: Carta Democrática lnteramericana. 
Documentos e interpretaciones. OEA/Ser.G/CP-1, Washigron, 2003, p. 246. 
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En el caso europeo, como vimos, el procedimiento sancionatorio por 
violación del principio democrático está previsto en el art. 7 en el Tra­
tado de la Unión Europea. Dicha cláusula dispone que, en caso de que un 
Estado Miembro viole de manera grave y persistente los principios en los 
que se funda la Unión (libertad, democracia, respeto de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales, así como del Estado de Dere­
cho), se podrán suspender algunos de sus derechos (por ejemplo su dere­
cho de voto en el Consejo). En este supuesto las obligaciones del Estado 
Miembro de que se trate y que se deriven del Tratado continuarán, en 
cualquier caso, siendo vinculantes para dicho Estado. El mismo artículo 
contempla, además, un dispositivo preventivo. Así, "a propuesta motiva­
da de un tercio de los Estados Miembros, del Parlamento Europeo o de 
la Comisión, el Consejo, por mayoría de cuatro quintos de sus miembros 
y previo dictamen conforme del Parlamento Europeo, podrá constatar la 
existencia de un riesgo claro de violación grave por parte de un Estado 
Miembro de principios contemplados en el apartado 1 del artículo 6 y 
dirigirle recomendaciones adecuadas". 

Por último, conviene recordar, asimismo, que desde el año 1992 la 
UE viene incluyendo en todos sus acuerdos con terceros países una cláu­
sula según la cual el respeto de los derechos humanos y de la democracia 
es un "elemento esencial" de las relaciones. Dicha cláusula estipula que 
las relaciones entre las partes, así como todas las disposiciones del propio 
acuerdo, deben basarse en el respeto de los derechos humanos y de los 
principios democráticos, que inspira las políticas nacionales e internacio­
nales de las partes y constituye un elemento esencial del acuerdo64 . 
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